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Introducción

El Perú es consciente de las implicancias de éste delito. Las cifras del Sistema de Registro y Estadística del Delito de Trata de Personas y Afines (RETA) y del Ministerio Público muestran claramente la existencia de éste fenómeno criminal en sus diversas modalidades, las que confirman que el Perú es país de origen, tránsito y destino. No obstante, actualmente en el Perú los casos de trata interna son mucho más evidentes que los de trata internacional.
Por ello, en enero de 2007 el Estado peruano, en el marco de la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Trasnacional y sus dos Protocolos adicionales, promulgó la Ley 28950 contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes.  
De igual modo, el 30 de noviembre de 2008 mediante Decreto Supremo 007-2008-IN se publicó el Reglamento de la referida ley,  que establece las responsabilidades y competencias del Estado a fin de promover y ejecutar medidas para afrontar desde un enfoque descentralizado y de principios vinculados a los derechos humanos, la trata de personas. Dichas medidas están enmarcadas en los compromisos adoptados por el Perú en la Primera Reunión de Autoridades Nacionales efectuada en el año 2006 en Margarita, República Bolivariana de Venezuela. 
El Perú encamina sus esfuerzos para  consolidar una posición de liderazgo en lo que concierne a buenas prácticas en materia de lucha contra la trata y tráfico de personas a través de mecanismos de cooperación a nivel bilateral, regional y multilateral. 
Luego de este breve preámbulo, procederemos a describir las principales políticas y acciones ejecutadas en la lucha contra la Trata de Personas. 
El Estado Peruano, a través del Grupo de Trabajo Multisectorial Permanente contra la Trata de Personas, entidad nacional competente en la materia conformada por organismos públicos, organizaciones de la sociedad civil y la cooperación internacional, viene ejecutando un modelo de intervención estructurado en torno a tres ejes estratégicos: Prevención, Persecución y Protección. Dicho modelo es una propuesta que busca, a partir de un enfoque sistémico y de coordinación intersectorial, desarrollar políticas integrales para enfrentar al ilícito de la Trata de Personas, garantizar una adecuada sanción a los tratantes como una oportuna asistencia y protección a las víctimas de éste delito. Asimismo el modelo se encuentra plasmado en el proyecto del “Plan Nacional Contra la Trata de Personas”, que deberá aprobarse a la brevedad y que ha servido como base para elaborar la matriz que se entregará a los miembros de las delegaciones. 
Eje de Prevención

En lo que corresponde al Eje de prevención del delito, el Perú se ha planteado objetivos estratégicos que tienen que ver con la Generación de Conocimiento sobre la Trata de Personas, a través de investigaciones; estrategias de información y campañas educativas para sensibilizar a la población, así como la vigilancia preventiva, particularmente de los grupos vulnerables.

El Estado peruano ha ejecutado las siguientes acciones para cumplir con dichos objetivos:
a) Desarrollo de actividades con el apoyo de la sociedad civil a fin de tener un diagnóstico actualizado y confiable sobre la Trata de Personas en el Perú (cifras referentes a número de víctimas, perfil, rutas, modus operandi de redes y otros)-

Se han publicado informes, estadísticas e investigaciones académicas sobre la actual situación de la Trata de Personas en el Perú, con la valiosa colaboración de organizaciones de la sociedad civil y organizaciones internacionales tales como Acción por los Niños, Capital Humano y Social Alternativo, Instituto de Estudios por la Infancia y la Familia y Organización Internacional para las Migraciones, entre otros. 
b) Implementación de una estrategia de información y educación para sensibilizar a la población respecto al fenómeno de la Trata de Personas
Debido a que en el Perú algunos sectores de la población desconocen la magnitud de la Trata de Personas y sus graves implicancias, se viene desplegando estrategias de capacitación y campañas de sensibilización en coordinación con medios de comunicación nacionales, regionales y locales y autoridades responsables del sistema educativo peruano. 
Conviene destacar la realización de conferencias de prensa, proyección de videos, publicación de afiches, elaboración de boletines digitales informativos y difusión de la normatividad contra la trata en los portales electrónicos institucionales, entre otros. De igual modo, se han desarrollado diversas jornadas de capacitación a docentes y acciones dirigidas a la inclusión de contenidos relacionados con la Trata de Personas en el diseño curricular nacional de la educación básica regular, tal como la Directiva número 001-2007-VMGP/DITOE “Normas para el desarrollo de las Acciones de Tutoría y Orientación Educativa en las Direcciones Regulares de Educación, Unidades de Gestión Educativa Local e Instituciones Educativas” que reguló el dictado de la temática de trata de personas en los colegios.

De igual modo, debe mencionarse el servicio que brinda la línea telefónica de denuncia 0800-2-3232 que, con el apoyo de la OIM y hoy a cargo del Ministerio del Interior,  en el que se brinda un servicio a la comunidad para informar y denunciar presuntos casos de trata de personas.
c) Vigilancia preventiva para reprimir la existencia o surgimiento de focos de Trata de Personas
El Perú viene ejecutando diversas acciones para garantizar ambientes laborales libres de situaciones de Trata de Personas y  fortalecer las redes locales de vigilancia y prevención. Para ello se han establecido Comités Regionales de Prevención y Erradicación de Trabajo Infantil en zonas de especial sensibilidad; mecanismos de veeduría ciudadana a cargo de la sociedad civil organizada; y mesas de responsabilidad social en alianza entre el Estado, el sector privado y la cooperación internacional; celebración de reuniones fronterizas entre autoridades peruanas, bolivianas, ecuatorianas y brasileñas, a cargo de organizaciones de la sociedad civil y la cooperación internacional; entre otros.

Eje de Persecución 
El Estado peruano, en el marco de la lucha contra la trata de personas viene gestando diversas normas enmarcadas en el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente de mujeres y niños, debiendo destacar las siguientes:

- Resolución Ministerial Nº 2570-2006-IN-0105, de diciembre de 2006 que institucionaliza el Sistema de Registro y Estadística del Delito de Trata de Personas y Afines (RETA). 
- Resolución Ministerial Nº 129-2007-IN-0105, de febrero de 2007 que aprueba la Directiva “Procedimientos para el Ingreso, Registro, Consulta y Reporte de Datos del Sistema RETA . Cabe subrayar que el sistema RETA reportó entre 2006 al 2008, 170 casos de trata de personas investigadas a nivel policial, identificó a 291 tratantes, rescató 401 víctimas (152 adultos y 249 menores).

- Ley Nº 28950, de enero de 2007.- Ley contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes; que establece penas privativas de ocho a veinticinco años. No sólo tiene un carácter punitivo sino que establece ámbitos de intervención integral.
-  Resolución Directoral de la Policía Nacional del Perú de marzo de 2008 mediante la cual se eleva el Departamento de trata de Personas de la División de Secuestros de la Policía Nacional al rango de División de Investigación de Trata de Personas de la Dirección de Investigación Criminal de la PNP. Ello significó un importante incremento de personal, equipo y presupuesto como división especializada, contribuyendo también a aumentar la actividad persecutoria. 

- Decreto Supremo Nº 007-2008-IN, de noviembre de 2008, que aprueba el Reglamento de la Ley Nº 28950; que dispone acciones de los sectores involucrados en la lucha contra la trata de personas, establece principios importantes como eje central de la intervención estatal (tales como primacía de los derechos humanos; perspectiva de género; protección integral de la víctima de trata; interés superior del niño y adolescente; información a las víctimas sobre sus derechos y el proceso de asistencia; reserva, confidencialidad y derecho a la privacidad, así como normas de control de menores de edad sin Documento Nacional de Identidad, Partida de Nacimiento o Autorización de Viaje).

Dicho reglamento se enmarca en una perspectiva descentralizada y busca una participación dinámica de los actores sociales, principalmente en el área de prevención y asistencia a víctimas de trata de personas.

Quisiéramos también destacar que en julio de 2007 el Estado peruano incorporó este delito en diversos decretos legislativos que modifican el código penal. Como consecuencia de ello se generó la figura delictiva de apología a la trata de personas y se incluyó la sanción correspondiente al encubrimiento personal, encubrimiento real, obstrucción de la justicia, entre otros. Dentro de ese contexto se fortalecieron los procedimientos y  se brindó mayores herramientas al Ministerio Público y Poder Judicial para sancionar a los tratantes (ver anexo 1).

De este modo, entre los años 2006 y 2008 el Poder Judicial ha reportado 381 procesos judiciales entre sumarios y ordinarios por el delito de trata de personas, ventilados en 19 Cortes Superiores de Justicia del país de un total de 25 en función.

Cooperación internacional

La OIM ha contribuido a la implementación de la línea de denuncia gratuita contra la trata de personas. Asimismo UNICEF, con fondos del Reino de Bélgica ha coadyuvado a la mejora logística para la operatividad policial de la división de investigación de trata de personas y otras secciones en cuatro regiones policiales del país. Por su parte, USAID, NAS y GTIP de los Estados Unidos contribuyeron al desarrollo del sistema RETA de la Policía Nacional del Perú. Finalmente, la Comisión Europea y la Embajada del Reino de los Países Bajos han colaborado en la implementación de la veeduría ciudadana en la trata de personas.  

Eje de Asistencia y Protección a víctimas de trata de personas 
El Ministerio de Justicia del Perú ha evaluado modificar la Directiva que dispone las competencias y funciones de los defensores de oficio a fin que éstos puedan brindar asistencia legal a las víctimas de trata de personas durante todo el proceso cuando éstas no cuenten con defensa legal privada; con ello se busca formalizar una actividad que el Sector Justicia viene desarrollando.
La Fiscalía de la Nación emitió la Resolución número 1558-2008-MP-FN de noviembre 2008 mediante la cual aprobó el reglamento del programa de asistencia de víctimas y testigos.

Asimismo, se viene capacitando a nivel nacional a servidores de justicia, salud, Ministerio de la Mujer y Desarrollo social, entre otros a fin que desarrollen capacidades en el nivel de asistencia que amerita las víctimas de trata de personas y evitar la revictimización de éstas.

Como tema pendiente de éste eje debemos señalar que el Perú aún no cuenta con un protocolo de asistencia a víctimas de trata de personas, la misma que esta en una fase inicial que consiste en evaluar los protocolos de asistencia a víctimas y la idoneidad de los servicios en cuanto al procedimiento utilizado.  

Proyecciones del Estado peruano en la lucha contra la trata de personas
· Aprobar el Plan nacional de Acción contra la Trata de Personas.

· Difusión de la Ley contra la trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes y su Reglamento.

· Elaborar Protocolo de Intervención y  Atención a Víctimas de Trata de Personas.

· Diseñar una estrategia de Prevención de la Trata de Personas.

· Crear redes regionales y locales de denuncia, prevención, protección y asistencia a víctimas contra la trata de personas; en las que asuman las autoridades regionales y locales un rol importante en esta tarea con el apoyo de las instituciones de la sociedad civil. 
· Impulsar la suscripción de convenios binacional o multinacionales contra la trata de personas con países vecinos. 

ANEXO 1

Decreto Legislativo 982 - Decreto Legislativo que modifica el Código Penal, aprobado por Decreto 

Legislativo Nº 635
Artículo 316.- Apología: El que públicamente hace la apología de un delito o de la persona que haya sido condenada como su autor o partícipe, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de uno ni mayor de cuatro años.


1. Si la apología se hace de delito previsto en los artículos 152 al 153-A, 200, 273 al 279-D, 296 al 298, 315, 317, 318- A, 325 al 333; 346 al 350 o en la Ley Nº 27765, Ley Penal contra el Lavado de Activos o de la persona que haya sido condenada como su autor o partícipe, la pena será no menor de cuatro ni mayor de seis años, doscientos cincuenta días multa, e inhabilitación conforme a los incisos 2,4 y 8 del artículo 36 del Código Penal….”.

Receptación agravada “Artículo 195.- Formas agravadas: La pena será privativa de la libertad no menor de seis ni mayor de diez años si se trata de bienes provenientes de la comisión de los delitos de secuestro, extorsión y trata de personas.”

“Artículo 317.- Asociación ilícita : El que forma parte de una organización de dos o más personas destinada a cometer delitos será reprimido por el sólo hecho de ser miembro de la misma, (…) no menor de tres ni mayor de seis años. 

Cuando la organización esté destinada a cometer los delitos previstos en los artículos 152 al 153-A,  (….), la pena será no menor de ocho ni mayor de quince años, de ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa e inhabilitación conforme al artículo 36 incisos 1, 2 y 4, imponiéndose además, de ser el caso, las consecuencias accesorias del artículo 105 numerales 2) y 4) (…)
“Artículo 404.- Encubrimiento personal: El que sustrae a una persona de la persecución penal o a la ejecución de una pena o de otra medida ordenada por la justicia, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de seis años.

Si el Agente sustrae al autor de los delitos previstos en los artículos 152 al 153 A, 200, 273 al 279-D, 296 al 298, 315, 317, 318- A, 325 al 333; 346 al 350, en la Ley Nº 27765 (Ley Penal contra el Lavado de Activos) o en el Decreto Ley Nº 25475 (Establecen la penalidad para los delitos de terrorismo y los procedimientos para la investigación, la instrucción y el juicio), la pena privativa de libertad será no menor de siete ni mayor de diez años y de ciento ochenta a trescientos sesenticinco días-multa. 

Si el autor del encubrimiento personal es funcionario o servidor público encargado de la investigación del delito o de la custodia del delincuente, la pena será privativa de libertad no menor de diez ni mayor de quince años ”

“Artículo 405.- Encubrimiento real: El que dificulta la acción de la justicia procurando la desaparición de las huellas o prueba del delito u ocultando los efectos del mismo, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de dos ni mayor de cuatro años.


Si el hecho se comete respecto a los delitos previstos en los artículos 152 al 153 A, 200, 273 al 279-D, 296 al 298, 315, 317, 318- A, 325 al 333; 346 al 350 o en el Decreto Ley Nº 25475 (Establecen la penalidad para los delitos de terrorismo o los procedimientos para la investigación, la instrucción y el juicio), la pena privativa de libertad será no menor de siete ni mayor de diez años y de ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días multa” 

“Artículo 409-A.- Obstrucción de la justicia : El que mediante el uso de fuerza física, amenaza, ofrecimiento o concesión de un beneficio indebido, impide u obstaculiza se preste un testimonio o la aportación de pruebas o induce a que se preste un falso testimonio o pruebas falsas, será sancionado con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de cinco años. 

Si el hecho se comete respecto en la investigación preliminar o proceso penal por delito previsto en los artículos 152 al 153-A, 200, 296 al 298 o en la Ley Nº 27765 (Ley Penal contra el Lavado de Activos), la pena privativa de libertad será no menor de cinco ni mayor de ocho años y de ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días multa.” 

Decreto Legislativo 988 - Decreto Legislativo  que modifica la Ley Nº 27379, que regula el procedimiento para adoptar medidas excepcionales de limitación de derechos en investigaciones fiscales preliminares
En este Decreto Legislativo que modifica la Ley 27379 – que regula el procedimiento para adoptar medidas excepcionales de limitación de derechos en investigaciones preliminares, establece que en el ámbito de aplicación de la presente ley esta circunscrita los delitos de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes.

En ese sentido, el Fiscal Provincial en casos de estricta necesidad y urgencia podrá solicitar al juez penal las medidas limitativas de derechos que se mencionan a continuación:

1. Detención preliminar, hasta por el plazo de 15 (quince) días. 

2. Impedimento de salida del país o de la localidad en donde domicilia el investigado o del lugar que se le fije.

2.a. Incomunicación. Esta medida se acordará siempre que resulte indispensable para el esclarecimiento de los hechos investigados. Puede acumularse a la medida de detención preliminar, con una duración no mayor de diez (10) días, siempre que no exceda el plazo de duración de esta última.

En el caso del levantamiento de la reserva tributaria, la orden podrá comprender las empresas o personas jurídicas que por cualquier razón están vinculadas al investigado y consistirá en la remisión al Fiscal de información, documentos o declaraciones de carácter tributario.

6. Exhibición y remisión de información en poder de instituciones públicas o privadas, siempre que estén relacionadas con el objeto de la investigación y sea necesaria para el esclarecimiento de los hechos. (..)

7. Allanamiento de inmuebles o lugares cerrados fuera de los casos de flagrante delito o de peligro inminente de su perpetración, siempre que existan motivos razonables para ello. La medida está destinada a registrar el inmueble y, de ser el caso, a su incautación. 

8. Inmovilización de bienes muebles y clausura temporal de locales, siempre que fuere indispensable para la investigación del hecho delictivo a fin de garantizar la obtención de evidencias y retener, en su caso, las evidencias que se encuentren en su interior, levantándose el acta respectiva. 

La inmovilización no podrá durar más de quince días y, excepcionalmente, podrá prorrogarse por igual plazo (..)
Decreto Legislativo 989 - Decreto Legislativo  que modifica la Ley Nº 27934, Ley que regula la intervención de la Policía Nacional y el Ministerio Público en la investigación preliminar del delito
Artículo 2.- La detención y la convalidación durante la investigación preliminar En los casos de urgencia y peligro en la demora, a fin de evitar perturbación en la investigación o sustracción de la persecución penal, antes de iniciarse formalmente la investigación, de oficio o a pedido de la Policía, el Fiscal podrá solicitar al Juez Penal de Turno, dicte motivadamente y por escrito, teniendo a la vista las actuaciones remitidas por aquél, la detención preliminar, hasta por veinticuatro (24) horas, cuando no se da el supuesto de flagrancia. (…)

Para la investigación de los delitos perpetrados por organizaciones criminales así como de los delitos de tráfico ilícito de drogas, lavado de activos, terrorismo, secuestro, extorsión y trata de personas, el Fiscal podrá solicitar la convalidación de la detención preliminar hasta por un plazo de siete (7) días naturales cuando:

1. No se presente un supuesto de flagrancia delictiva o el sorprendido en flagrante delito haya evitado su detención; y, 

2. Existan razones para considerar que una persona ha cometido cualquiera de los delitos a que se refiere el párrafo que antecede y por las circunstancias del caso, pueda existir peligro de fuga. 
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	1.	Organizada conjuntamente con la República Oriental del Uruguay
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